
		[image: Port_Economia_politica_agraria.jpg]


		[image: ]


		
			Economía política agraria del conflicto colombiano

		


		
			Economía política agraria del conflicto colombiano

			Resumen

			Este libro analiza la relación entre el paramilitarismo y diferentes formas de conflictividad agraria en Colombia. A partir de diferentes casos de estudio de la Costa Caribe, los autores retoman debates cruciales sobre el papel de las élites agrarias y su compleja relación con los procesos de privatización de la violencia. ¿Por qué las élites ganaderas se articularon de una forma tan orgánica a la experiencia paramilitar? ¿Todas las élites agrarias hicieron lo mismo? ¿Cómo influyó la aparición de economías ilegales en el mundo rural? También se analizan el despojo de tierras paramilitar y sus diversas interacciones con las dinámicas de violencia, ilegalidad y concentración de la tierra. ¿Fue el despojo una contrarreforma agraria? ¿Qué quiere decir esto? ¿Qué papel jugó el Estado? Con estos interrogantes, esta obra impulsa la agenda de investigación trazada, diez años atrás, por el Observatorio de Tierras sobre la relación entre tierra, guerra y Estado. La mayor parte de los capítulos son resultados del programa de investigación “Conflictos agrarios, conflicto armado e instituciones: Relaciones, interacciones y causalidades”, financiado por Minciencias.
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			Abuse of the Right to Union Association. The Colombian Case

			Abstract

			This book analyzes the relationship between paramilitarism and different forms of agrarian conflict in Colombia. Using diverse case studies from the Caribbean Coast, the authors revisit crucial debates on the role of agrarian elites and their complex relationship with the processes of privatization of violence. Why did the cattle-ranching elites articulate themselves so organically with the paramilitary experience? Did all agrarian elites do the same? How did the emergence of illegal economies influence the rural world? It also analyzes paramilitary land dispossession and its various interactions with the dynamics of violence, illegality, and land concentration. Was dispossession an agrarian counter-reform? What does this mean? What role did the state play? With these questions, this book pushes forward the research agenda outlined ten years before by the Land Observatory on the relationship between land, war, and state. Most chapters are the results of the research program “Agrarian conflicts, armed conflict, and institutions: relations, interactions, and causalities,” funded by the Ministry of Culture.
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			Introducción


			Francisco Gutiérrez Sanín

			Este libro busca profundizar en la comprensión de las relaciones entre conflictividad armada y rural en Colombia. Nos concentramos, en particular, en la guerra paramilitar. La mayoría de los capítulos se concibieron y escribieron en el marco del programa de investigación “Conflictos agrarios, conflicto armado e instituciones: Relaciones, interacciones y causalidades”, financiado por el ­Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (MinCiencias) (Código 1101-852-71427, Contrato 472-2020 en la Convocatoria 852 de 2019), adelantado por el Observatorio de Tierras (https://www.observatoriodetierras.org/). Pero también tuvimos la fortuna de contar con insumos de primera calidad por parte de otros colegas. A través de estas reflexiones, seguimos avanzando en el esfuerzo de responder a la siguiente pregunta de fondo: ¿cómo entender la compleja relación entre tierra y guerra?

			Aunque es claro que ambas conflictividades, la agraria y la armada, han estado conectadas desde hace décadas, sobre lo cual se ha producido una copiosa literatura, hay todavía muchísimo que decir sobre los procesos sociales, los mecanismos y los desenlaces que relacionaron una y otra. Por ejemplo, es bastante claro a estas alturas que los paramilitares estuvieron íntimamente articulados a diferentes élites agrarias. ¿Pero a cuáles? ¿Cómo? ¿Durante cuáles periodos? ¿Qué papel ha desempeñado el Estado en diferentes procesos de despojo? ¿Cómo entender la extraordinaria concentración de la tierra que ha vivido Colombia en su relación con la coerción, las dinámicas económicas y los conflictos sociales? El libro ciertamente no da respuesta plena a todas estas preguntas, pero sí plantea posibles respuestas, y sugiere formas de análisis y opciones metodológicas para enunciarlas, basadas en el rigor conceptual y el análisis sistemático.

			Los capítulos proceden en el siguiente orden. El libro lo abre una reconsideración de la idea de que el despojo en Colombia significó una contrarreforma agraria a cargo de Francisco Gutiérrez Sanín, Luis David Castillo Rojas, Emily Johana Pedraza Norato, Paula Alejandra Villamil Castellanos y Sebastián Cristancho Bohada. Por supuesto, es totalmente legítimo encapsular el despojo como una contrarreforma para denunciar los horrores que implicó, y para apuntar a la necesidad de redistribuir activos que conduzcan, al menos, al statu quo anterior a él. Ese statu quo, vale la pena recordar, estaba de por sí caracterizado por una concentración altísima de la tierra, a menudo apoyada en diferentes modalidades de violencia. ¿Pero, más allá de eso, cómo comprender la aserción de que el despojo fue una contrarreforma? E, incluso, ¿qué conceptos se pueden y deben usar para estudiar sistemáticamente el despojo y para entender los procesos sociales y políticos a los que estuvo asociado, y también para desarrollar políticas que permitan contrarrestarlo e impedir que se repita? Proponemos que para responder a esto hay que diferenciar entre los efectos que han tenido sobre el agro colombiano la coerción, la ilegalidad y la concentración de la tierra. Aunque el despojo canónico tuvo lugar en la intersección de las tres dimensiones, también nos encontramos con ilegalidad sin concentración, concentración sin coerción (algo que corrobora ampliamente Triana-Ancinez, 2024), etc. Una vez se establecen las diferencias analíticas apropiadas, los límites de caracterizaciones del despojo como “acumulación originaria” o como “acumulación por desposesión” saltan a la vista. El capítulo examina enseguida los sentidos, algunos más plausibles que otros, en los que puede ser leído el despojo como contrarreforma agraria, y propone una agenda de investigación sobre la base de la clarificación los conceptos básicos que se usan para entender el despojo. A través de toda la reflexión, los autores enfatizan en que los afinamientos propuestos no son puramente “académicos”, en el sentido peyorativo de la expresión, sino que se dirigen a pensar en el desarrollo de instrumentos para idear políticas agrarias incluyentes, orientadas a la reparación y la no repetición.

			En el capítulo dos, Andrés Felipe Aponte González hace una cuidadosa reflexión sobre la manera en que la hacienda ganadera configuró a las sociedades regionales en la región caribe, lo que constituyó el nexo entre sus élites y las autodefensas, pero también entre ellas y la capacidad de “derrotar estratégicamente” a las guerrillas. Un aspecto muy importante de esta argumentación es que la hacienda ganadera no solo generó los efectos ya conocidos (concentración de la propiedad, conflictos agrarios envenenados), sino que también constituyó un tipo específico de sociedad. La experiencia ganadera-paramilitar fue “sociocéntrica”, en el sentido en que el Estado patrocinó y apoyó toda la experiencia, pero esta estuvo profundamente enraizada en las realidades de la vida regional. A partir de este marco general, el autor desarrolla un análisis longitudinal y espacial detallado de Córdoba y Sucre. Metodológicamente, el capítulo se apoya en un trabajo de campo de años y en numerosas fuentes, entre las que destaco entrevistas a los propios ganaderos, una referencia fundamental que por diversas razones (entre otras, la dificultad de acceso) rara vez ha sido explorada. Creo que el capítulo es un avance sustancial en la comprensión de las raíces estructurales de la guerra paramilitar, que responde muy bien a la agenda de investigación planteada por Cramer y Richards (2011).

			En el capítulo tres, Luis David Castillo Rojas se pregunta por la relación de los grandes ganaderos y los bananeros del Magdalena con los paramilitares. Está establecido que estas dos élites agrarias se ­incorporaron de una manera mucho más orgánica en el proyecto ­paramilitar que otras (para el banano, véase Fundación Cultura Democrática [Fucude], 2020). Con todo, el autor encuentra que hay diferencias muy sustanciales en la manera en que unos y otros se articularon a la guerra paramilitar. Mientras los ganaderos participaron ampliamente en los equipos dirigentes (Gutiérrez Sanín y Vargas Reina, 2017), y tuvieron incidencia directa en diversos aspectos operacionales de la guerra paramilitar, los bananeros del Magdalena diseñaron diversos mecanismos de financiación y apoyo, sin entrar de manera directa en las estructuras dirigentes.1 Vale la pena recordar que las comparaciones entre el papel de diversas élites en nuestra guerra son bien poco comunes; de hecho, esta es la primera que conozco, que abre una agenda de gran interés analítico y de políticas. El importante aporte de este autor debería servir para desarrollar nuevas exploraciones y comparaciones, por ejemplo, de las complejas trayectorias diferenciales de ganaderos y bananeros, y de la relación de cada una de estas élites con la tierra, con los asalariados del campo y con diferentes organizaciones sociales.

			En el siguiente trabajo, Benjamin Lévy y Luis David Castillo Rojas estudian el impacto de las economías ilícitas rurales en nuestro conflicto armado. En particular, la manera en que la bonanza marimbera (de la marihuana) transformó a las élites agrarias en el Magdalena. Una vez más, el capítulo se caracteriza por su riqueza empírica y por la capacidad de dar un sólido contexto histórico al caso, que se considera en gran detalle, aportando nueva información y nuevas fuentes. Los autores muestran que lo legal y lo ilegal se constituyen mutuamente: diferentes sectores de las élites agrarias legales participaron masivamente en la fiesta económica asociada a la bonanza de la marihuana y a la vez la transformaron. Aunque ese no es su foco de atención, estos cambios también incidieron significativamente en el sistema político. El foco, en cambio, está en la siguiente proposición: la articulación entre ricos rurales legales e ilegales hizo a las élites magdalenenses a la vez “más violentas y más vulnerables”. Violentas, porque la experiencia de la ilegalidad pasaba por la generación de conflictos que por definición no podían ser dirimidos en tribunales o por medio de alguna forma de regulación y mediación aceptada por todas las partes. Vulnerables, porque quedaban expuestas no solo a la acción coercitiva de las agencias del Estado, que podía ser ocasional, pero no por eso menos amenazante, así como de diferentes actores sociales, competidores, etc. De hecho, los paramilitares mismos se enfrentarían entre ellos violentamente mucho después (la “guerra” entre el Bloque Norte y el Bloque Hernán Giraldo), en parte alrededor de la distribución de rentas cocaleras. Entre las muchas contribuciones del capítulo, me llamó particularmente la atención cómo los autores integran en la argumentación un análisis de redes familiares. La familia ha sido fundamental en la guerra colombiana, pero rara vez aparece explícitamente como unidad de análisis. Nos encontramos con una excepción pionera.

			Finalmente, Bryan Triana-Ancinez presenta un análisis sobre los incentivos nacionales para la apropiación de tierras afectadas por el conflicto armado. Aunque buena parte de la literatura (hay que decirlo: no toda) ya parte de la comprensión de que el Estado no se puede entender como un actor unitario, cuya “vocación natural” es servir al bien común, una vocación que es distorsionada por los actores criminales, faltan aún descripciones sistemáticas, desde adentro y en el mismo lenguaje operacional que utiliza el Estado, de cómo este contribuyó a la apropiación de tierras, en este caso por parte de sectores agroindustriales. El capítulo se concentra en los dos Gobiernos de Álvaro Uribe y muestra cómo durante estos se ­diseñaron diferentes incentivos para que los industriales llenaran el “vacío” dejado por los paramilitares en diferentes territorios, aprovechando, de paso, la concentración a sangre y fuego que habían propiciado en años anteriores. Un aporte muy importante del capítulo es que no se queda en el nivel local y regional, sino que cruza los casos específicos que analiza (incentivos a biocombustibles y maderables) con los diseños institucionales respectivos en la escala nacional. Es un aporte sustantivo, pero también metodológico. A partir de allí, se introducen o desarrollan dos correctivos muy importantes. Primero, enfatiza el autor, no todas las dinámicas de concentración, ni siquiera aquellas puramente coercitivas, pueden atribuirse al conflicto armado (Grajales, 2021; Gutiérrez Sanín et al., 2024). Es claro, como lo planteó el Observatorio de Tierras en su agenda inicial de investigación de largo plazo, que el despojo en el conflicto armado estuvo órdenes de magnitud por encima del que se produjo fuera de él. Pero los hallazgos del autor muestran que la paz puede ser un escenario de profundización y legalización del despojo, así como de desarrollo de nuevas dinámicas de concentración. ¡Una advertencia muy importante, de nuevo tanto en términos analíticos como de políticas! Segundo, el despojo no es una consecuencia de la ausencia o de la debilidad del Estado, al menos no en el sentido más básico, que es el usual.2 En particular, parecería que los paramilitares cumplieron la función de ampliar el alcance territorial del Estado colombiano, para mantener a raya a las guerrillas y a otros agentes peligrosos. Entre estos, al menos en el periodo considerado por el autor y por los agentes analizados en este libro, parecerían estar los campesinos. Por consiguiente, los incentivos a la concentración de la tierra cumplían el doble propósito de fortalecer la relación con los empresarios beneficiados, algunos de los cuales estaban directamente conectados con el presidente, y a la vez de garantizar el copamiento del territorio con agentes confiables. En ambos sentidos, en la práctica, se terminaron consolidando los efectos y el sentido de la actividad paramilitar, incluso si no había ninguna relación directa entre los grupos armados y los actores que impulsaron las políticas que siguieron a su desmovilización.

			Como casi todos los capítulos se refieren a la vulnerabilidad de las élites agrarias involucradas en el despojo y en la guerra paramilitar, esto me da un buen pretexto para plantear una breve reflexión sobre el concepto de élites vulnerables, que formulé inicialmente en Gutiérrez Sanín (2014). Mi hipótesis básica es que las élites más involucradas en la privatización de la seguridad, en general, y en la guerra paramilitar, en particular, fueron precisamente las vulnerables, es decir, aquellas que percibían que enfrentaban amenazas directas a su vida y propiedades.

			Pero este libro muestra a las claras que ese sentido de la amenaza no necesariamente fue “bélico”, antes, y junto con ello, fue “estructural”. Claro, parte importante de la furia y de la salvaje actividad paramilitar se formuló como respuesta a las guerrillas y sus patrones de violencia, en cuyo centro se encontraba el secuestro. No veo cómo se pueda tratar de negar tal conclusión, que tiene implicaciones significativas y más o menos directas para el análisis y para la evaluación de responsabilidades políticas.

			Esa dimensión estructural es fundamental al considerar la proclividad de parte de nuestras élites rurales al uso de la violencia privada. En efecto, al operar en ambientes rurales envenenados, donde la concentración de la propiedad no solo es extrema, sino que a menudo ha sido el resultado de múltiples ilegalidades, abusos, etc., los terratenientes pueden estar expuestos a una continua contestación violenta por parte de múltiples agentes. Y esto mucho antes de la conformación de grupos ­guerrilleros. Ello no tiene nada que ver con la proverbial culpabilización de la víctima: la explicación sociológica y política de los atropellos brutales que sufrieron cientos de grandes ganaderos (a propósito, a menudo también a manos de los paramilitares) no los justifica ni moral ni legalmente. Solo permite entender por qué ocurrieron y cómo estuvieron encadenados a condiciones de reproducción social y económica forjados por tipos de producción, como la hacienda.

			En efecto, plantear la relación entre élites agrarias y paramilitarismo como una reacción al desafío guerrillero pone sobre el tapete la cuestión de qué fue primero, el huevo o la gallina. La respuesta básica a esta pregunta es que está mal planteada. Tanto guerrillas como paramilitares se desarrollaron en un contexto de gradual concentración de la tierra por medio de la violencia (LeGrand, 1988), debilidad endémica de los derechos de propiedad e ilegalidad generalizada tanto por abajo como por arriba, como reportan Lévy y Castillo Rojas (2024). En un contexto semejante, marcado por enfrentamientos y hostilidades envenenadas, economías como la hacienda ganadera descrita por Aponte González (2024) se conforman sobre la base de relaciones de fuerza extraeconómicas y de relaciones muy asimétricas y altamente personalizadas. Es decir, en ese mundo los distintos actores de la producción son “enemigos íntimos”, como señala tan bien este autor, de la mano de Barrington Moore. Esos enemigos íntimos están continuamente expuestos a desafíos violentos, horizontales y verticales, así como al chantaje y la extorsión. Además, algunas de las élites vulnerables, al rechazar diversas formas de regulación estatal y al construir estructuras de poder regionales refractarias a las intromisiones externas, quedan crecientemente más expuestas a diversas formas de violencia. Un ganadero con sus miles de hectáreas, recorriendo terrenos muy poco densamente poblados, en medio de una población que tiene motivos para detestarlos, puede ser blanco de diversas clases de ataques. Entre los miles de ejemplos que se podrían usar para ilustrar esto, quizá el más famoso sea el de Oliverio Lara, un prohombre que tenía una hacienda de decenas de miles de hectáreas en los Llanos, y que por la dinámica propia de la vida hacendataria mantenía disputas continuas con campesinos y trabajadores. Lara fue secuestrado y asesinado por un grupo de ellos en 1970 (Caicedo Garzón, 1992). Y eso sin necesidad de que mediaran aparatos armados.

			El concepto de vulnerabilidad descansa, por tanto, no sobre la aserción de que el huevo precedió a la gallina, o viceversa, o las guerrillas a los paramilitares, sino sobre la idea de que algunas economías políticas agrarias crean las condiciones para que sus élites estén inmersas en conflictos no institucionalizados y a la vez constituyan blancos de ataque. Naturalmente, cuando los grupos armados entran en operación, tales élites se encuentran en una situación marcada por tres características. Primero, los ataques son operacionalmente viables. Segundo, generan réditos económicos. Y, tercero, también pueden ofrecer recompensas políticas. Esto genera fuertes incentivos para que la dinámica envenenada de violencias se desarrolle en espiral.

			Varios de los capítulos muestran cómo opera la vulnerabilidad, entendida así, desde distintos ángulos. Aponte González muestra cómo el tipo de sociedad que es la hacienda hizo de los grandes ganaderos tanto un referente indispensable como un blanco ideal, lo que los convirtió en el epicentro de la guerra paramilitar. Castillo Rojas revela cómo esa vulnerabilidad particular llevó a un tipo de participación en la guerra con el que otras élites, incluso aquellas muy articuladas al paramilitarismo, no habían soñado. Lévy y Castillo Rojas revelan cómo la ilegalidad incide en la vulnerabilidad y en la violencia. Esto es muy importante, porque muchas de las élites rurales colombianas han tenido a lo largo de los años un pie en la legalidad y otro fuera de él. Pero lo que muestran los autores es un fenómeno aún más radical, porque la asociación con las economías de sustancias ilícitas puso a esas élites en contraposición con los principios de la guerra contra las drogas y contra la orientación de la potencia global, cuya aceptación ha sido durante años la precondición de la gobernabilidad en Colombia. Las implicaciones para las dinámicas de violencia están poderosamente descritas en este capítulo.

			Espero que el libro, en su conjunto, contribuya con nueva evidencia y nuevas reflexiones a la creciente literatura sobre el papel de diferentes élites agrarias y del Estado en el despojo y en la guerra paramilitar.
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					1	En Urabá un contraejemplo podría ser Hasbún, pero, de hecho, Hasbún era ganadero y bananero. Y creo que también allí la diferencia establecida por Castillo Rojas se mantiene, aunque naturalmente el asunto requeriría un trabajo específico.

				

				
					2	Si por debilidad del Estado se quiere apuntar al déficit desde el punto de vista de llevar a cabo acciones sin consultar a la sociedad civil (lo que llama Mann, 2008, “poder despótico”), obviamente eso implica una discusión separada.
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			Introducción


			Numerosos trabajos y análisis han planteado que el despojo en Colombia constituyó una contrarreforma agraria. La afirmación es altamente intuitiva. Por una parte, en diversas regiones la ofensiva paramilitar condujo a una masiva concentración de la tierra, a sangre y fuego. Por la otra, el grueso del liderazgo paramilitar estuvo constituido por grandes ganaderos y otros terratenientes (Gutiérrez Sanín y Vargas Reina, 2017; Gutiérrez Sanín, 2019). Estas gentes tenían diversos motivos, que iban desde simple codicia hasta resentimientos y deseos de venganza, para querer acaparar tierras.

			Plantearemos, sin embargo, que la terminología ha sido fuente de confusión porque mete en un solo saco tres procesos fundamentales asociados a la concentración de la tierra en Colombia en las últimas décadas.1 Primero, el carácter de clase de la guerra paramilitar. Segundo, la ilegalidad, expresada, por ejemplo, en el crecimiento de las economías ilícitas en el país o en la naturaleza ilegal tanto de esas economías como del despojo mismo. Y tercero, la concentración de la tierra, como efecto putativo de cada una de las dinámicas anteriores. Consideramos que, aunque muy interrelacionadas, en realidad, son diferentes y no siempre coinciden (ni en sus temporalidades ni en sus principales actores). Por ejemplo: si, como mostraremos, no toda concentración fue violenta ni toda violencia fue concentradora, entonces es necesario interrogar el uso de la terminología, así como del fenómeno que está denotando. Algo análogo se puede decir con respecto de la ilegalidad.

			Esto significa que cada una de las dinámicas que incidieron putativamente en la concentración deben ser consideradas por separado. Por ejemplo, la altamente dudosa afirmación de que la economía del narcotráfico ha sido concentradora se ha hecho pasar sin mayor debate; sin embargo, amerita una cuidadosa evaluación que aún no tenemos. Según la evidencia empírica con la que contamos, la relación entre economías ilícitas, despojo y concentración de la tierra varía bruscamente por periodo, región y rubro. En el caso concreto de la coca, los narcos compraron masivamente tierras en diversas partes del país (lo que muchas veces implicó concentración sin despojo y otras veces transferencias de unos hacendados ganaderos a otros más narcotizados). En cambio, el cultivo fue protagonizado por pequeños cultivadores (Gutiérrez Sanín, 2021).

			Algo análogo puede decirse con respecto de la relación entre guerra y despojo. Grandes ganaderos y otros hacendados despojaron masivamente, de la mano de los paramilitares, sobre los cadáveres de miles de campesinos. A la vez, muchos empresarios oportunistas aprovecharon diferentes procesos de paz para comprar tierras a las víctimas a precios extraordinariamente bajos. Independiente del estatus jurídico que tengan estos fenómenos, las dinámicas sociales y los desenlaces a los que están asociados son diferentes. De hecho, en muchas ocasiones, implicaron un significativo cambio en el uso del suelo (por ejemplo, de la gran ganadería a la agroindustria; Centro Nacional de Memoria Histórica [cnmh], 2012). Verbigracia, la palma, asociada a políticas altamente concentradoras en la Colombia del siglo xxi, se presentó como un “cultivo de la paz” con los paramilitares y también de lucha contra el narcotráfico (Ballvé, 2020; García Reyes Posada, 2011).

			Dicho de otra manera: sostendremos que, aunque íntimamente relacionados, coerción, ilegalidad y concentración necesitan un tratamiento diferencial. En muchas ocasiones, convergieron, pero, en otras tantas, sus dinámi­cas y efectos fueron diferentes. Meterlos todos en un mismo saco puede generar serios problemas analíticos y de recomendación de políticas públicas.

			La figura 1.1 ilustra el punto. Su función es puramente heurística y, por tanto, es simple y esquemática. Representa la violencia, la concentración y la ilegalidad. Estas son las tres dimensiones en las que tiene lugar el despojo, es decir, su marco empírico más inmediato. Por ejemplo, el área de intersección entre las tres (área sombreada) combina coerción, ilegalidad y concentración, y corresponde al despojo paramilitar en gran escala, que fue el fenómeno predominante en la región caribe y en otras regiones del país entre la segunda mitad de la década de 1990 y la primera mitad de la primera década del siglo XXI. Fue extraordinariamente violento, estuvo asociado a una acumulación masiva de la tierra y contó con la participación a gran escala de agentes ilegales (de la mano de estatales). Esto posiblemente corresponda al “despojo canónico”, por su importancia y sus efectos. Pero, como argumentaremos, cada dimensión puede presentarse sin las otras. Por ejemplo, hay concentración no (directamente) violenta. Hubo y hay ciertamente ilegalidad no concentradora, como en el caso de los cultivos ilícitos de pequeños campesinos. También hay despojo coercitivo e ilegal sin concentración. E igualmente puede haber intersecciones dos a dos, sin que se presente la tercera. La acumulación de narcos pudo haber sido violenta e ilegal, pero no concentradora, en la medida en que tomaba activos de grandes hacendados legales. Discutiremos varias de estas cuestiones en detalle, mostrando cómo, al separar cada una de las dimensiones, la pregunta por la relación entre reforma y despojo se refina y transforma.

			La figura 1.1, claro, solo capta la estática del problema: cada una de estas formas de afectación de los derechos campesinos está relacionada con las otras por mil vasos comunicantes. Pero, como veremos más adelante, la cuestión esencial se mantiene: las dinámicas económicas y políticas subyacentes a cada una de las dimensiones es diferente. No menos importante es que hubo diferentes clases de despojo y que las élites hambrientas de tierras estuvieron relacionadas con él de manera también ­diferencial.
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			Figura 1.1. Intersecciones entre los fenómenos de violencia, concentración e ilegalidad

			Fuente: elaboración propia.

			El capítulo procede de la siguiente manera. En la primera sección, revisamos algunos conceptos básicos para entender el despojo y sus límites y problemas. En la segunda, clasificamos las diferentes maneras de entender el despojo colombiano como contrarreforma agraria. En la tercera, consideramos algunos de los problemas de estas opciones. En la cuarta, examinamos, basados en casos tomados del Magdalena, Sucre y Córdoba, la relación entre coerción, concentración y despojo. En la quinta, usando el mismo elenco de casos, consideramos la ilegalidad y la concentración, y sus relaciones con el despojo. En las conclusiones, recapitulamos y proponemos una agenda de análisis y de políticas públicas, que enfatiza que el ejercicio de clarificación conceptual que proponemos no es simplemente “académico” en el sentido peyorativo del término.

			Explicar el despojo


			Entendemos el despojo como una transferencia planeada y coercitiva2 de los derechos de propiedad sobre la tierra (Gutiérrez Sanín, 2014), algo que corresponde aproximadamente a la definición del Diccionario de uso del español (Moliner, 2008), “botín” y “desposeer”, que a su vez significa “quitar a alguien alguna cosa que poseía”). Un fenómeno tan extraordinariamente masivo y brutal como el despojo de tierras colombiano debe ser cuidadosamente conceptualizado; es la única vía para responder a él desde el punto de vista de las políticas públicas y más generalmente de la acción política y de los esfuerzos de transformación.

			Inicialmente, muchos analistas se inclinaron por considerarlo una expresión de la “acumulación primitiva”, siguiendo la conceptualización de Marx (1976) y también, al menos potencialmente, el análisis de Polanyi (2001). Usando todo el poder de la violencia, el Estado quitaba a los campesinos tierras comunales y de su propiedad, para separar a los productores manuales de los medios de producción, y así crear las condiciones (por ejemplo, un mercado de trabajo) para el desarrollo de una economía capitalista.

			Una vez más, esta forma de ver las cosas pareció altamente intuitiva, pero enfrenta, al menos, dos problemas. El primero es que la idea no casa tan claramente con la experiencia colombiana. Como han documentado los estudiosos del mundo agrario en Colombia (Fals Borda, 1975; LeGrand, 1988), ha habido numerosos procesos de despojo masivo a lo largo de sendos ciclos de violencia en el país. ¿Después de cuántas iteraciones deja la acumula­ción de ser “originaria”? Además, más que a la instalación de una economía capitalista los despojos masivos por parte de terratenientes y paramilitares parecen haber sido en nuestro contexto el resultado de la apropiación de tecnologías de rapiña por parte de diversos actores sociales y armados en contextos institucionales que los favorecían (Gutiérrez Sanín, 2019). Más aún, después de un estudio cuidadoso, Gómez et al. (2015) no encontraron ningún indicio de que el despojo estuviera propendiendo a crear un mercado laboral capitalista. Cramer y Wood (2017) tampoco encontraron las condiciones para hablar de “acumulación primitiva” en Colombia.

			En esto, por lo demás, la experiencia colombiana no es única; hay múltiples muestras en el mundo contemporáneo de “desposesión sin desarrollo” (Levien, 2018). A diferencia de lo planteado por algunos autores como Chakravorty (2013), citado en Levien (2015), la desposesión no ha sido precisamente un paso inevitable que conduzca al desarrollo. Por el contrario, y como lo demuestra el caso de la India, los Estados nacionales pueden emprender proyectos desarrollistas promoviendo economías agrícolas basadas en la desposesión, que no logran solidificarse, ni llegan a incidir en los índices de desarrollo social o económico del país (Levien, 2018).

			Esto lleva directamente al segundo problema. Como lo notó apropiadamente Harvey (2005), el concepto de acumulación originaria tiene dos características esenciales: por una parte, es inevitable, y por otra, pese a su carácter violento, es progresivo: es parte indispensable del tránsito del feudalismo al capitalismo. No es sorprendente que en nuestro medio solo unos pocos economistas neoclásicos hayan planteado ideas que se acercaban a esa visión (para una crítica divulgativa, véase Gutiérrez Sanín, 2015).

			Es verdad que Angus (2023) ha puesto en duda estas aserciones. Se basa en dos conjuntos de argumentos y evidencias que, en esencia, son inobjetables. Primero, que Marx denunció con energía los horrores de la acumulación (también en contextos coloniales). Segundo, que, como lo muestra su correspondencia (no publicada hasta el siglo xx) con Vera Zasulich, no fue un doctrinario que considerara que la destrucción masiva de todas las formas de producción precapitalista fuera necesaria para liberar a las fuerzas productivas. De hecho, creyó conveniente preservar la comuna rusa. Estas aclaraciones son bienvenidas, pero dejan aún en pie, al menos, dos consideraciones relevantes. Primero, la literatura fundacional marxista consideró que, en algunas condiciones, la acumulación originaria (e, igualmente, esto pareció ser válido también en contextos coloniales; véase Anderson, 2013) podía tener efectos progresivos, al destruir los viejos modos de producción. Esto para nada se contradice con la denuncia de la naturaleza autointeresada y extraordinariamente brutal de toda la operación. De hecho, el Manifiesto comunista, que llama a la destrucción del capitalismo, también invita a su comprensión como demiurgo transformador, por ejemplo, al sustraer a “una gran parte de la población al idiotismo de la vida rural” (Marx y Engels, 1976). Segundo, la acumulación originaria en particular, si bien no es necesaria para el tránsito a formas superiores de producción, en su expresión histórica concreta sí estuvo asociada a la formación de la burguesía y del capitalismo. Por ejemplo, puede haber constituido un progreso con respecto de los desenlaces en los que el campesinado no tuvo ningún poder, y también respecto de aquellos en los que este tuvo el suficiente poder como para fortalecerse dentro de las viejas estructuras productivas (en esto consiste, precisamente, el debate Brenner; véase Aston y Philpin, 1987). Lo anterior deja totalmente en pie la pregunta de si despojos como el colombiano crearon una burguesía, o una clase obrera (en este último caso, ya vimos que el estudio de Gómez et al. [2015] sugiere que no), o si abrieron la puerta a nuevas formaciones productivas que pudieran tener la doble característica de ser inevitables y progresivas.

			Por dificultades como las anteriores, Harvey (2005) desarrolló el concepto de acumulación por desposesión. Este autor propone ajustar el concepto de Marx, planteando que las acumulaciones que este último había propuesto como originarias eran en realidad periódicas. Incluye toda una serie de fenómenos, desde la migración masiva campo-ciudad en China y México, hasta las privatizaciones, pasando por las formalizaciones de la propiedad, la conversión de distintas formas de trabajo en mercancías y el uso en diversas formas del crédito para expropiar a los más vulnerables,3 entre otros fenómenos.

			La lista parece haber crecido con el tiempo. La acumulación por desposesión, según Harvey (2005, pp. 159 y ss.), tiene cuatro características. Primero, la privatización de bienes públicos. Segundo, la financiarización. Tercero, la crisis semipermanente. Y cuarto, que haya sido manejada a través del Estado. Con esta reconceptualización, este autor desvinculó fenómenos como nuestro despojo de su potencial progresivo, aunque no necesariamente de su inevitabilidad.4 También separó explícitamente el análisis de la concentración masiva de la propiedad de la formación de clases necesarias para el desarrollo del capitalismo.

			Sin embargo, este concepto tiene sus propios problemas, como han anotado varios autores. En su cuidadosa evaluación, Levien (2018) muestra que Harvey no lo define explícitamente y, en cambio, como lo acabamos de ver, lo asocia a una miríada de fenómenos, lo que ha permitido que su uso esté asociado a numerosas formas de estiramiento conceptual (Sartori, 2012). De manera harto más ruda, Das (2017) afirma simplemente que se trata de “un concepto caótico” y recomienda evitar su “uso acrítico”.

			En efecto, ¿qué tienen en común todos estos males sociales? Las cuatro características que propone Harvey (2005) son un frágil contenedor para carga tan pesada. Así, también conecta el concepto directamente con el neoliberalismo, en particular con la necesidad de los capitalistas de responder al fenómeno de la tasa decreciente de ganancia. El despojo de tierras, sin embargo, ha tenido un gran peso en periodos anteriores, en el mundo y, naturalmente, en Colombia (Fajardo, 2002; LeGrand,1988; Molano, 1989). Asimismo, en el periodo neoliberal, muchos países, también en el llamado sur global, estuvieron a cubierto de despojos violentos, mientras otros, como el nuestro, los sufrieron masivamente. Una parte significativa del despojo en nuestro país estuvo asociada a economías poco globalizadas e, incluso, deplorables desde el punto de vista de su eficiencia capitalista, como la gran ganadería (Gutiérrez Sanín y Vargas Reina, 2017). ¿Qué tiene que ver esto con el neoliberalismo? De hecho, el concepto de acumulación por desposesión parece particularmente inadecuado para entender el despojo colombiano, pues, para separarlo de la acumulación primitiva, Harvey también lo escinde del uso de la fuerza y de las variables extraeconómicas (la acumulación por desposesión contemporánea sería “primariamente económica”). De manera que, siguiendo al autor, la gran masa de población que se movió del campo a la ciudad lo hizo porque tenía la perspectiva de mejorar su calidad de vida.5 ¿Qué puede tener esto que ver, se pregunta Das (2017, p. 518), con la acumulación primitiva, con la desposesión de miles de trabajadores manuales por medio de la coerción? Más aún, el concepto de acumulación por desposesión no da un lugar muy claro al Estado, que, sin embargo, es protagonista de numerosos procesos de despojo (Levien, 2018).

			Además, la concentración de la tierra no puede ser vista simplemente como un producto de la guerra. Grajales (2020, 2021) ha criticado con razón esta intuición ampliamente generalizada. Los mercados pueden ejercer un efecto concentrador más o menos constante, a menos que medie la intervención desconcentradora del Estado; pero estas intervenciones se producen en condiciones excepcionales (Lipton, 2009; Putzel, 1992). En muchas ocasiones, el Estado va en la dirección contraria: refuerza los procesos concentradores. Por una parte, el Estado puede aparecer simplemente como el instrumento de los terratenientes o de los capitalistas agrarios para desarrollar sus demandas. Por el otro, incluso en situaciones en las que diferentes sectores sociales tienen algún acceso a palancas de decisión, el Estado puede favorecer las demandas de las élites rurales a través de un proceso de “selectividad estratégica” (Jessop, 2017). En países como el nuestro, las élites rurales tienen múltiples accesos adicionales a la especificación de los derechos de propiedad, a través del sistema político y de densas redes de conexiones (Gutiérrez Sanín, 2019, 2023). Es, sin embargo, relevante destacar que las demandas de esas élites no necesariamente están asociadas a la acumulación de tierra. Que esto no se podía tomar por dado ya estaba claro, por ejemplo, en los análisis clásicos de Paige (1975) sobre las guerras civiles de su momento: al aumentar la violencia y la inseguridad, algunas élites prefirieron reconvertirse (lo que tuvo gran importancia para los acuerdos de paz ulteriores; véase Wood, 2003), mientras otras desplegaron lo que este autor llamó “terror blanco”. El punto es mucho más relevante hoy, precisamente en el periodo neoliberal y en este momento de desarrollo tecnológico cuando los cambios en los derechos de propiedad y la financiarización global de la tierra (Fairbairn, 2021) han ido cambiando la relación de diferentes élites rurales con respecto a ella. Por ejemplo, en las llamadas alianzas productivas, un fenómeno global que ha tenido una vigorosa expresión institucional en Colombia, los campesinos han mantenido la propiedad sobre la tierra, pero no el control sobre su uso, y han aparecido nuevas formas institucionalizadas de desigualdad entre ellos y un puñado de potentados rurales íntimamente conectados con el sistema político y, por tanto, con acceso directo al Estado. En este diseño, no son tanto el acceso a la tierra como la decisión sobre el uso del suelo, el acceso a la información y la distribución del riesgo las fuentes de desigualdad.

			Es claro que en Colombia el despojo adquirió un carácter extraordinariamente violento y masivo en el contexto de la guerra. Pero incluso ahí el supuesto de que todas las cosas buenas o malas vienen juntas es insostenible (Stame, 2022). Por un lado, en muchos contextos violentos y de guerra se han producido incorporaciones sociales masivas (véanse Tilly, 1992, y Scheidel, 2017, que extreman el argumento hasta hacerlo insostenible). Como lo han documentado numerosos autores, no siempre las transferencias violentas de los derechos de propiedad estuvieron asociadas a sectores económicos dominantes. En algunos casos, las guerrillas atacaron a poblaciones para imponer la presencia de sus propias bases sociales (véase Rodríguez Cuadros, 2015). Esto ciertamente constituye una violación de los derechos humanos y también puede involucrar despojos, pero no necesariamente es concentrador (en el sentido en que sustrae los derechos de propiedad de pobladores pobres para transferírselos a otros igualmente pobres). Algunos despojos paramilitares tampoco fueron concentradores (por ejemplo, cuando un terrateniente conectado con paramilitares robaba su tierra a otro, sin esas conexiones). Volveremos al tema con ilustraciones sobre esto. Por el otro, la paz también puede generar un empoderamiento de las élites rurales, un llamado de atención que ya han hecho Grajales (2021) y Ballvé (2020). En Colombia, por ejemplo, la palma de los grandes propietarios fue un proyecto agrario de la paz paramilitar, como lo notó tempranamente Vélez García (2011); posteriormente, terratenientes, paramilitares y agencias de desarrollo de Estados Unidos se sumaron a él (Ballvé, 2020; Vargas Reina y Uribe Kaffure, 2017), apoyando de manera más o menos explícita procesos que blanqueaban la concentración violenta de la tierra que había tenido lugar en el periodo inmediatamente anterior.

			En resumen, se han probado diferentes vías de conceptualización del despojo en Colombia, las cuales han resultado problemáticas. La pregunta fundamental (¿de qué estamos hablando?) sigue abierta, y debe ser respondida analíticamente (Collier y Gerring, 2009), así como en la intervención pública.

			Ahora pasemos a considerar otra opción de conceptualización del despojo: como una contrarreforma agraria.

			La contrarreforma agraria: diferentes concepciones


			Hay tres formas básicas de entender el despojo colombiano como contrarreforma agraria. Primero, por sus efectos concentradores. Segundo, por la naturaleza de los perpetradores del despojo (narcotraficantes y paramilitares). Y tercero, por la naturaleza de las víctimas (antiguos beneficiarios de diferentes programas de reforma agraria).

			Vamos a la primera. Es indudable que la concentración de la tenencia de la tierra en el país ha aumentado de manera consistente. Diferentes autores (Banco Mundial [bm], 2004; Dufort, 2014; Fine y Durán, 2016; O’Connor, 2021; Pedraza Isaza, 2016; Saffon y Uprimny, 2010) han resaltado la asociación entre concentración y conflicto armado. En particular, a partir de Ibáñez (2009), el cnmh (2012) resalta que entre 2000 y 2009 el índice Gini nacional aumentó en un 2,5 %, y “particularmente a partir del año 2005 en el 57 % de los municipios del país” (p. 71). Además, los predios mayores de 500 hectáreas, que hace veinte años ocupaban el 32 % de la tierra útil, se expandieron al 62 % y se encuentran en manos de apenas el 4 % de los propietarios. Los autores reconocen que este fenómeno puede tener muchas causas, pero resaltan la coincidencia que existe con el crecimiento de las estructuras paramilitares agrupadas en lo que denominan la casa Castaño, que reportó su mayor expansión entre 2000 y 2005.

			En la segunda categoría, la contrarreforma agraria puede significar una actividad que es violenta o no, que está relacionada o no con el conflicto; lo que activa el uso del concepto es la naturaleza ilegal del actor que tiene la iniciativa. En este grupo, se encuentran aquellos que asocian la concentración al narcotráfico (Cardona Chaves, 2014; Gómez Hernández, 2011; Lemaitre Ripoll, 2011; Méndez Blanco, 2019; Reyes Posada, 1987). A veces, los narcos operaron de la mano de élites terratenientes (Hristov, 2009), narcotraficantes y agroindustriales (Dufort, 2014), o de sectores económicos que buscaban la expansión del monocultivo (Castillo-Niño et al., 2022).

			En esta argumentación, figura de manera prominente la compra masiva de tierras por parte de narcos, que constituye uno de los significados más extendidos del término contrarreforma agraria en nuestro medio (Cardona Chaves, 2014; cnmh, 2013; Duncan, 2015; Machado Cartagena, 2009; Gray, 2008; Potter, 2020; Rocha García, 2014; Vásquez, 2001). Reyes Posada (1997) identifica los municipios con mayores compras de tierras por parte de los narcos, así como los efectos que tuvo la llegada de estos actores en la estructura agraria de aquellos municipios entre 1975 y 1995. Para esto, realiza una serie de encuestas a expertos en el mercado de tierras rurales en todos los departamentos del país. Este autor reconstruye el escenario de conflictividad en el que llegan la compra y la acumulación de tierras por los narcos, especialmente en la región atlántica, el Magdalena Medio y los Llanos Orientales. Encuentra que la compra de tierras tuvo un incremento entre 1992 y 1995, y que esta dinámica aumentó su concentración, provocó una expansión de la ganadería en reemplazo de bosques y buenas tierras agrícolas, sobrevaloró las tierras y afectó el lugar de las familias tradicionales poderosas de varios de los municipios afectados; en algunos casos, las sustituyeron, en otros terminaron vinculadas al narcotráfico.

			En un tercer sentido, la contrarreforma agraria significa reversar los efectos de diferentes reformas. Pardo-Herrera (2019) afirma que el despojo no puede considerarse una contrarreforma nacional, sino solo en algunas regiones. El autor utiliza cifras de los dos fenómenos (reforma y despojo) a escala municipal para llevar a cabo un análisis estadístico. De acuerdo con los resultados, la implementación de reformas agrarias pasadas sí está relacionada con el abandono y el despojo de tierras, pero en un sentido negativo. Esto significa que un mayor número de predios adjudicados habría estado asociado a un menor número de predios abandonados o despojados, es decir, lo opuesto a la tesis de la contrarreforma agraria. Para el autor, estos resultados, incluso, “podrían interpretarse como un efecto positivo de la distribución de tierras sobre el posible surgimiento de futuros conflictos relacionados con la tierra” (p. 116). Por otra parte, en cuanto al nivel regional, afirma que en algunas regiones el despojo sí estuvo dirigido contra tierras de la reforma agraria. Para probar esto, analiza el caso de El Carmen de Bolívar, un municipio ubicado en la región de los Montes de María donde se efectuaron compraventas masivas de tierras a mediados de la primera década del siglo xxi. Metodológicamente, adelanta entrevistas semiestructuradas y realiza un análisis de redes sobre las personas involucradas en la transferencia de predios utilizando como fuente las sentencias de restitución.

			Mercado Vega (2017, 2020) sostiene que en la región de los Montes de María el despojo efectivamente fue una “contrarreforma agraria local”. Y para demostrarlo se basa en evidencia cuantitativa y cualitativa. En cuanto a la primera, presenta dos argumentos. Primero, afirma que, según la información contenida en las sentencias de restitución, el 60 % de los predios restituidos habían sido previamente adjudicados por el Estado. Segundo, basados en información de fuentes secundarias, afirma que la tierra adjudicada por el Estado en la región de los Montes de María bolivarenses entre 1963 y 2007 (aprox. 79 000 hectáreas) fue menor que la tierra despojada entre 1997 y 2011 (aprox. 110 000 hectáreas). En cuanto a la evidencia cualitativa, el autor plantea que la violencia paramilitar en la región, si bien se justificó con un discurso contrainsurgente, realmente estuvo dirigida contra el movimiento campesino. A partir de esto, concluye que “algunas élites terratenientes, junto con grupos paramilitares aliados, promovieron un escenario de contrarreforma agraria” (p. 86).

			Rodríguez (2016) también afirma que en los Montes de María hubo una contrarreforma agraria. Para demostrarlo, se basa en fuentes secundarias y utiliza un criterio similar al de Mercado Vega (2017, 2020) al contrastar las cifras de tierras adjudicadas con tierras despojadas. Por un lado, un informe del cnmh (2010) señala que el Estado adjudicó unas 130 000 hectáreas de tierra en Sucre y Bolívar entre 1963 y 2007. En contraste, según datos de Reyes Posada (2016), en los municipios de Montes de María fueron abandonadas unas 81 000 hectáreas entre 1997 y 2007. De esta forma, el proceso de reforma agraria habría sido “diluido por las dinámicas de la violencia, el despojo territorial y el desplazamiento forzado” (p. 309).

			Por su parte, Bautista Revelo (2022) se basa en las memorias y reflexiones de jueces y magistrados de restitución de tierras para identificar las modalidades de despojo y abandono de tierras en casos cobijados por la Ley 1448 de 2011, esto es, posteriores a 1991. La contrarreforma es una de estas modalidades. El autor plantea que, en muchos de los lugares donde avanzó la reforma agraria, se dieron alianzas entre paramilitares y terratenientes para recuperar violentamente las tierras, supuestamente apropiadas por los campesinos con el auspicio de las guerrillas, en las décadas 1970 y 1980. También muestra que en varias oportunidades esta modalidad de despojo fue orquestada con ayuda de las instituciones agrarias, a través de la revocatoria de las adjudicaciones y su adjudicación a terceros, y otras veces se presentó en forma de ventas forzadas de los predios parcelados.

			En esta misma vía, la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la no Repetición (Comisión de la Verdad, 2022) destina un apartado para caracterizar el despojo masivo de tierras. En este, señala que hubo una contrarreforma agraria porque las dinámicas de despojo revirtieron los procesos de reforma agraria de las décadas de 1960 y 1970. Los territorios donde hubo recuperaciones de tierras sufrieron un intenso y violento desplazamiento y abandono forzado de tierras, además de la violencia política de grupos paramilitares contra las organizaciones campesinas. Para ilustrar esta relación, utiliza dos casos: el de Sucre, en el que “se titularon poco más de 50.000 hectáreas en el marco de la Ley 135 de 1961, y se despojaron más de 56 000”, y el de Bolívar, en el que “se adjudicaron 153 000 y se despojaron 136.000” (p. 161). También pone como ejemplo el caso de la hacienda Bellacruz. Inicialmente, en la década de 1960, parte de las tierras fueron compradas por el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (Incora) a la familia Marulanda y adjudicadas a familias campesinas. En la década de 1980, se reveló que la familia no tenía títulos sobre 1500 hectáreas que hacían parte de la finca, así que los campesinos ocuparon estas tierras y exigieron su adjudicación al Incora. Entre 1994 y 1995, empezaron los asesinatos de campesinos por paramilitares y, en 1996, con ayuda del Ejército, los despojaron. En 2008, los campesinos intentaron regresar, pero encontraron sembrada palma aceitera por un reconocido empresario. La Comisión de la Verdad, citando informes del cnmh, recuerda que en las versiones libres de los tribunales, los paramilitares aseguraron que el despojo era una forma de recuperar fincas que habían sido vendidas por sus antiguos dueños en programas de reforma agraria.
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